SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°58
RADICACIÓN:660013187002201600018-01
ACCIONANTE:ANA MARIELA JARAMILLO C.
REVOCA Y CONCEDE

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Superación del hecho que tenía en vilo la garantía constitucional
“(…) con posterioridad a haberse adoptado la decisión de primer nivel, se allegó respuesta a la acción de tutela por parte de la Directora Técnica de Reparación de la UARIV, y aunque la misma es extemporánea por lo cual no puede hacer alusión a lo allí plasmado, si considera pertinente esta Corporación referir que dentro de los documentos allí anexos aparece un oficio dirigido a la señora ANA MARIELA JARAMILLO CASAS, fechado julio 7 de 2016, en el que además de informarle que su hogar no volverá a recibir atención humanitaria por gozar de la subsistencia mínima, lo cual le fue notificado personalmente en marzo 01 de 2016, con respecto a la indemnización administrativa se le asignó como turno para otorgarle la indemnización en agosto 30 de 2019, bajo el número GAC-190380.1541, toda vez que el pago de la misma está supeditado a la verificación de los criterios de priorización contenidos en el artículo 2.2.7.4.6.7 del Decreto 1084/15.”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-043 de 2009 y T-727 de 2010.
          REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                       PEREIRA-RISARALDA 
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                                            RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecisiete (17) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

                                                              Acta de Aprobación N° 724
                                                                        Hora: 9:50 a.m.                                
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora ANA MARIELA JARAMILLO CAÑAS frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-.

2.- DEMANDA 

Informa en el escrito de tutela la señora JARAMILLO CAÑAS, que en abril 15 de 2016 elevó derecho de petición a la UARIV, donde solicitaba se le priorizara la entrega de la reparación administrativa por razón de su edad y enfermedad, a la vez que se le indicara una fecha cierta o un rango de mes y año para ello. Aduce que tiene 60 años, completamente sola, no recibe subsidio por ser adulto mayor ni de vivienda, y aunque tuvo hijos todos tienen su obligación y además su esposo de 67 años también está enfermo, por lo que se halla en situación de vulnerabilidad.  Pide en consecuencia que se le proteja su derecho de petición y de priorización para obtener su indemnización administrativa.    
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y vinculó al Director del Departamento para la Prosperidad Social, así como a diversos funcionarios de la UARIV -Director General, de Gestión Social y Humanitaria, de Registro de la Información, de Reparaciones y al Director Territorial-, frente a lo cual solo se pronunció la primera entidad por intermedio del Jefe de la Oficina Jurídica quien solicita la desvinculación del trámite al no existir legitimación por pasiva, en tanto es la UARIV la encargada de resolver lo pedido.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que negó el amparo reclamado  al observar que si bien la accionante presentó derecho de petición en abril 15 de 2016, dentro de la misma documentación por ella aportada se encuentra oficio de la UARIV de abril 22 de 2016 por medio del cual dicha entidad le da respuesta a su petición y por ende se desprende que no se le ha vulnerado sus derechos fundamentales.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la accionante al momento de ser enterada de la decisión,  consignó en el acta de notificación personal la frase “apelo”, sin que hubiere efectuado sustentación alguna.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En este caso, la señora ANA MARIELA JARAMILLO CAÑAS concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera quebrantado por la UARIV, al no haberle dado respuesta alguna a la solicitud presentada en abril 15 de 2016, donde pide la priorización para la entregada de la reparación administrativa a la que tiene derecho por ser víctima de la violencia.

No obstante la ausencia de argumentación de la recurrente, por tratarse ésta de una acción sumaria, ello no es óbice para adelantar un estudio de la actuación y frente a sus pretensiones, debe empezar por manifestar esta Corporación que como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Si bien en el presente asunto, el a quo consideró que no se vulneró el derecho de petición reclamado, por cuanto de las mismas copias que aportó la accionante en sede de tutela se encuentra la respuesta que le envió la UARIV fechada abril 22 de 2016, para la Sala y contrario a lo esgrimido por el a quo, tal documento nada tiene que ver con la solicitud elevada por la accionante.

Para llegar a tal conclusión, nada más mírese que el escrito que radicó la señora JARAMILLO CAÑAS, estaba encaminado exclusivamente al tema de la reparación administrativa -por cuanto la misma fue objeto de desplazamiento de Trujillo (V.)- más concretamente para su priorización conforme lo reglado en el art. 7 del Decreto 1377/14, dadas las condiciones de superación de las carencias mínimas, su edad y estado de salud, por lo que pidió se le indicara una fecha o un rango de mes y año para tal indemnización. A su turno, el documento al que hizo alusión el a quo, al parecer es una plantilla o formato que utiliza la UARIV para informar a las víctimas, de manera genérica, lo relativo a la entrega de atención humanitaria, y si bien allí se menciona lo relativo a la indemnización administrativa, nada se dice en concreto frente a lo pedido por la quejosa, pues solo se enuncia el monto de las cifras a sufragar cuando se cumplan algunos de los requisitos allí señalados, y al referirse ya al caso de la señora JARAMILLO CAÑAS nada se dice acerca de una término probable de pago de la indemnización y se enfatiza en la solicitud de componentes de ayuda humanitaria como son vestuario, utensilios de cocina y/ alojamiento, proyecto productivo o generación de ingresos, con respecto de lo cual nada pidió la accionante.

Contrario a lo esgrimido por el a quo, observa la Sala que en efecto le asistía razón a la ciudadana ANA MARIELA JARAMILLO CAÑAS al instaurar la tutela, pues aunque envió a la UARIV solicitud para que se le priorizara la reparación administrativa y pedía información sobre la  fecha en que se le desembolsarían tales recursos, nada se dijo por parte de la entidad dentro del trámite de la acción constitucional, por lo que se hacía imperativo que el Juez Constitucional procurara la salvaguarda del mismo, lo cual acá no acaeció, pese a evidenciarse que el derecho de petición fue quebrantado por la accionada, por lo que esta Corporación revocará la decisión proferida por el a quo para en su lugar proceder al amparo de tal prerrogativa constitucional.

No obstante lo anterior, véase que con posterioridad a haberse adoptado la decisión de primer nivel, se allegó respuesta a la acción de tutela por parte de la Directora Técnica de Reparación de la UARIV, y aunque la misma es extemporánea por lo cual no puede hacer alusión a lo allí plasmado, si considera pertinente esta Corporación referir que dentro de los documentos allí anexos aparece un oficio dirigido a la señora ANA MARIELA JARAMILLO CASAS, fechado julio 7 de 2016, en el que además de informarle que su hogar no volverá a recibir atención humanitaria por gozar de la subsistencia mínima, lo cual le fue notificado personalmente en marzo 01 de 2016, con respecto a la indemnización administrativa se le asignó como turno para otorgarle la indemnización en agosto 30 de 2019, bajo el número GAC-190380.1541, toda vez que el pago de la misma está supeditado a la verificación de los criterios de priorización contenidos en el artículo 2.2.7.4.6.7 del Decreto 1084/15
. 

Y es que para determinar si un hogar tiene o no alguno de dichos criterios de priorización, por parte de la UARIV se implementó un proceso de identificación de carencias, con el fin de consultar toda la información para verificar si las víctimas con sus propios  medios y con la ayuda del Estado han logrado suplir sus necesidades relacionadas con alimentación, alojamiento o vivienda y se encuentren afiliados a salud.  Y para el caso concreto se observa que dicho proceso ya finalizó en el hogar de la señora ANA MARIELA JARAMILLO lo que conllevó a que la UARIV, mediante Resolución N° 0600120160116433 de febrero 23 de 2016, le suspendiera definitivamente la entrega de componentes de ayuda humanitaria, de lo cual tiene pleno conocimiento la accionante, pues dicho documento fue aportado por ella al presente trámite, por lo que solo resta el pago de la reparación administrativa por el desplazamiento forzado de que tanto ella como su núcleo familiar fueron víctimas y como se señaló con antelación ya se halla una fecha fijada para tal labor, y aunque es consciente la Sala que la misma no es pronta, ello obedece a la gran cantidad de personas que como la acá accionante están a la espera de que les sea resuelta similar situación, lo que implica que la entidad no pueda atender a todos los afectados en el mismo momento y debe hacer uso a los principios de progresividad, gradualidad, sostenimiento fiscal y disponibilidad presupuestal referidos en la normativa aludida, para garantizar la adjudicación de los recursos pertinentes.

No puede negarse entonces la razón que le asistió a la actora al instaurar la tutela, porque al interponer la demanda no se le había dado respuesta a su requerimiento y en ese sentido el juez constitucional debía proteger el derecho fundamental de petición que se vulneró, lo que le corresponderá efectuar a esta Corporación por cuanto el a quo no obró de tal manera; pero como se indicó con antelación, la UARIV con posterioridad a haberse adoptado el fallo constitucional informó que le había comunicado por correo certificado a la señora JARAMILLO CAÑAS lo pertinente, como se puede corroborar con la guía de entrega de la referida documentación en la dirección aportada por la accionante
.

A consecuencia de lo anterior, es necesario señalar que en el presente evento esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que la UARIV -aunque de manera tardía- atendió el reclamo de la actora y por ende ya no se configura afectación a derecho fundamental alguno, al no existir el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación. 

Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10:

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” -negrillas fuera de texto-

En conclusión, como quiera que por parte de la UARIV se cumplió lo atinente al responder el requerimiento elevado por la tutelante respecto a la priorización para la reparación administrativa que reclama, lo que solo efectuó en la misma fecha en que se adoptó el fallo de primera instancia, se revocará la sentencia proferida por el a quo para en su lugar tutelar el derecho de petición en favor de la señora ANA MARIELA JARAMILLO CAÑAS, pero se declarará la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) y en su lugar SE TUTELA el derecho de petición de que es titular la señora ANA MARIELA JARAMILLO CAÑAS.
SEGUNDO: SE DECLARA la carencia actual del objeto por hecho superado, conforme lo plasmado en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� para el caso del desplazamiento forzado los criterios de priorización para el acceso a la indemnización administrativa son los siguientes: 1.) Hogares que han logrado suplir por sus propios medios y/o con ayuda del Estado sus necesidades relacionadas con la alimentación, alojamiento o vivienda (puede ser propia o en arrendo), se encuentren afiliados a salud, y que estén en proceso de retorno o reubicación. 2.) Hogares en los quehaya miembros en situación de discapacidad o incapacidad permanente, personas mayores de 70 años o personas con enfermedades graves, ruinosas o de alto costo, es decir que se encuentra en extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta y que debido a ello no han logrado suplir por sus propios medios y/o con ayuda del Estado sus necesidades relacionadas con la alimentación, alojamiento o vivienda. 3.) Hogares que hayan solicitado acompañamiento a la Unidad para las Víctimas para el retorno o la reubicación, y que por cuestiones de seguridad, éste no pudo realizarse, pero han logrado suplir pro sus propios medios y/o con la ayuda del Estado sus necesidades relacionadas con la alimentación, alojamiento, vivienda y se encuentran afiliados a salud.





� Ver folios 55 Vto. y 56 Cdno. Principal.
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